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PRESIDE: Señor Representante Hermes Toledo Antúnez. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Rodrigo Goñi Romero, Graciela Matiauda Espino 
y Mario Perrachón. 


ASISTEN: Señores Representantes Yerú Pardiñas, Edgardo Rodríguez y Martín Tierno 


INVITADOS: —Señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero agrónomo Tabaré Aguerre, 
Subsecretario ingeniero agrónomo Daniel Garín y el Director Nacional de Recursos 
Acuáticos (DINARA), doctor Daniel Gilardoni. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca da la bienvenida al señor Ministro de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, ingeniero agrónomo Tabaré Aguerre, al señor Subsecretario, ingeniero agrónomo Daniel Garín, y al 
Director de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos, doctor Daniel Gilardoni. 


Me ha pedido una breve interrupción el señor Diputado Casas. 
SEÑOR CASAS.- Doy la bienvenida al señor Ministro y su equipo. 


Saliéndonos de lo que estaba pautado, quisiéramos tener algún breve concepto del señor Ministro, al finalizar 
su exposición o cuando lo estime pertinente, sobre algo que ya es de alarma pública: el conflicto en 
CONAPROLE. Nos gustaría tener la versión del Ministro de la producción, sobre todo en lo referente a los 
sectores productivos. Esto no forma parte de la agenda que habíamos convenido para el día de hoy, pero creo 
que la alarma pública y la importancia del tema amerita conocer la opinión del señor Ministro al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a dar entrada a dos asuntos, e inmediatamente después doy la palabra al 
señor Ministro. 


Tenemos una solicitud del señor Diputado Lacalle Pou para ser recibido por esta Comisión para plantear el 
tema de la cancelación o amortización de las deudas que los productores granjeros tengan con el Banco 
Hipotecario y/o Banco de la República Oriental del Uruguay. 


Por otra parte, la Asociación de Obreros y Empleados de CONAPROLE solicita a esta Comisión ser recibida. 
Han hecho lo propio con la Comisión de Industria, Energía y Minería, por lo que si no hay opinión en 
contrario, trataremos de coordinar la visita de modo que sean recibidos en forma conjunta por las dos 
Comisiones. 


Invitamos al señor Ministro para comenzar a trabajar en lo que tiene que ver con un proyecto de ley por el 
cual se declara de interés general la conservación, investigación y desarrollo sostenible de los recursos 
hidrobiológicos. Esta es la primera instancia de trabajo en este Período, aunque el año pasado estuvieron 
presentes el Ministro de entonces y las autoridades de la DINARA. Dado que esta Comisión en parte se ha 
renovado y que se ha desarchivado el proyecto, creímos pertinente que se nos informara acerca de su 
importancia y de sus pormenores. A su vez, incluimos algunos asuntos que estuvieron en la opinión pública. 
Ahora el señor Diputado Casas agrega un nuevo tema. Nosotros nos debemos remitir a los temas que figuran 
en la agenda, pero conociendo la apertura del señor Ministro, siempre dispuesto a responder las inquietudes 
de los integrantes de esta Comisión, dejamos a su criterio en qué momento responder sobre esta última 
cuestión. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- El tema es el tiempo. Nosotros 
trajimos algunos materiales para compartir con ustedes, y yo indefectiblemente debo retirarme a las 15 
y 45 porque tengo otro compromiso. 


Contesto brevemente al señor Diputado Casas, para que el punto no quede sin responder. Como Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca estamos teniendo conocimiento del conflicto por la prensa y por lo que fue 
informado por el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social en el día de ayer en el Gabinete Productivo. 
Hoy no miré los diarios; creo que hay una situación de negociación. Se trata de una situación muy 
preocupante. Nosotros hemos enfatizado públicamente nuestra visión de la característica de sector estratégico 
para el desarrollo agropecuario nacional que tiene la lechería, y el crecimiento que puede tener la lechería es 
hacia el mercado exterior. Entonces, además del problema del abastecimiento a la población, también hay un 
problema de posicionamiento de esta empresa en particular. 


Sinceramente no tengo información con respecto al conflicto, más que lo que pude interiorizarme el sábado 
con algunos Directores de CONAPROLE. No sé en qué punto está hoy la negociación. 


SEÑOR CASAS.- Yo temía esta respuesta. Creo que el Ministro de la producción tiene que tener una 
respuesta distinta para con los productores. Si llego a mi departamento y digo que el Ministro la está 
balconeando, creo que no van a quedar muy conformes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se solicita al señor Diputado Casas cuidado en el empleo de adjetivos 
calificativos, sobre todo teniendo en cuenta que este asunto no figura en el orden del día. 


SEÑOR CASAS.- Si el señor Presidente no lo entiende procedente, no tratamos este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se empezó a tratar porque lo decidió la Comisión y el señor Ministro estuvo 
dispuesto a hacerlo, pero pediría que se evitara el uso de calificativos para ahorrar discusiones. 


SEÑOR CASAS.- Pensé que no sería para tanto. 


Acá hay algo claro: el precio de la leche está estrictamente relacionado con la exportación. Cuatro 
exportaciones fueron perjudicadas, y no sabemos qué pasará con este conflicto que, evidentemente, puede 
repercutir hasta en el precio de la leche. Hace mucho tiempo se dijo que CONAPROLE podría llegar a ser 
una segunda ONDA, y si no se toman cartas en el asunto tendrá el mismo destino. 


Se habló mucho del país productivo, pero yo no veo que se defienda a los sectores productivos. Lo mismo 
dijimos en el tema avícola, en el sentido de que quizás no era el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 


Pesca quien tuviera que decir a los avicultores que a partir del 1* de julio se abría la importación de carne 
avícola. Hubiéramos preferido que fuera el Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, y no el de Economía 
y Finanzas ni el de Relaciones Exteriores, quien dijera al sector avícola cuáles serían las herramientas para 
contrarrestar el ingreso de carne avícola al país. 


En este conflicto, en que claramente hay una desproporción entre la causa y los efectos que trae a la 
población, a los sectores productivos, a la exportación y al país, creo que el Ministro de la producción se 
tendría que involucrar de una manera distinta. 


Este es nuestro concepto y nuestra visión; pretendo que el Ministro de la producción, el Ministro de la gente 
de campo, defienda a los sectores productivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este asunto no estaba incluido en el orden del día. 


Se trata de un conflicto que se instaló en la industria. Si bien es cierto que este conflicto afecta al sector 
productivo, creo que se está dirimiendo en los ámbitos que corresponden, concretamente en la DINATRA, y 
en los organismos competentes. 


De todas formas, la preocupación del señor Diputado es válida y la compartimos, porque afecta al sector 
productivo, y si no se dispone lo contrario, ingresaríamos al asunto por el cual hemos invitado al Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- En la reunión anterior tratamos 
el tema avícola y presentamos las propuestas. 


Se desarrollaron los caminos que planteamos oportunamente, tanto con los productores, como con los 
industriales e, inclusive, con los industriales brasileños, que vinieron a firmar un acuerdo con los industriales 
uruguayos. Varios integrantes de la Comisión, inclusive el señor Diputado Casas, solicitaron información, 
que fue remitida a la Comisión. 


SEÑOR CASAS.- Esa información me llegó recién. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- ¿Cómo que le llegó recién? Se 
remitió información de la plataforma de sanidad que se estaba haciendo para habilitar al sector avícola 
para exportar, de toda la carpeta de análisis de riesgo que fue solicitada en esa ocasión. Se mandó 
información ayer o anteayer, porque no lo habíamos conseguido del INIA, FPTA, Sanidad Avícola. 


En esa oportunidad el señor Diputado Casas preguntó por la planta de La Josefina y por la leucosis, tema que 
estaba fuera de la convocatoria. 


Cedo la palabra al señor Subsecretario para que dé un estado de situación de la planta La Josefina. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- La planta de La Josefina 
estaba involucrada en un trámite judicial como consecuencia de un amparo de la ley de concordatos 
voluntarios, y ha habido un pronunciamiento del Poder Judicial, cuya copia recibimos el viernes 
pasado. 


El fallo establece que el concordato voluntario deja sin efecto los alcances de la Ley N? 18.100, relativa al 
Fondo Lechero 2, que permitía al instituto público no estatal, que administra el Fondo Lechero 2, suspender 
la habilitación por incumplimiento de pagos. 


El Juez entiende que el alcance de la Ley N* 18.100 pido disculpas porque quizás no uso los términos 
jurídicos más precisos quedó invalidado en ocasión del concordato voluntario, por lo que sugiere restablecer 
el permiso de funcionamiento a la planta La Josefina, en cuyo proceso estamos avanzando. Esto sucedió a 
partir del pasado viernes, que fue cuando recibimos la notificación del fallo judicial. También hay otro 
aspecto que, si bien es menor, tiene que ver con el funcionamiento normal de la planta. Me refiero a la 
habilitación sanitaria para que pueda operar. En este momento estamos siguiendo los protocolos habituales. 
El Ministerio ha mantenido un diálogo con la empresa, tanto con sus órganos de conducción como con el 


personal técnico, a los efectos de establecer la habilitación. Esperamos que en los próximos días esto quede 
solucionado. 


En síntesis, puedo decir que se está trabajando para obtener la habilitación sanitaria y, desde el punto de vista 
jurídico, de acuerdo al fallo judicial, esperamos que se le restablezca el permiso para funcionar. Por tanto, 
esperamos ansiosamente que en los próximos días "La Josefina" quede definitivamente en condiciones de 
restablecer su funcionamiento regular. 


SEÑOR CASAS.- Quisiera que se hiciera referencia a los productores, ya que no mencionó nada al 
respecto. 


Por supuesto, "La Josefina" tiene una deuda con los productores. Entonces, ¿cómo se va a recomponer la 
cadena y va a comenzar a trabajar la planta si existe una deuda con los posibles proveedores de la materia 
prima? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- En primera instancia, 
hay un aspecto que me parece que hay que valorar. Nosotros recibimos la información de que los 
productores, afortunadamente, consiguieron colocar su producto y continuaron vendiendo su leche 
después de que "La Josefina" cesó sus actividades, hace ya unos cuantos meses. 


No obstante ello, entendemos la preocupación del señor Diputado Casas, ya que no se sabe qué va a pasar 
con el pasivo que se ha generado con los productores. Nuestra intención y por eso consultamos al Instituto 
que gestiona el Fondo Lechero 2 es conocer la contrapropuesta de refinanciamiento que se exigirá a la 
empresa, a los efectos de que ese pasivo pueda saldarse de una manera razonable. Sin embargo, la decisión 
política es tratar de buscar la mejor solución de manera que el pasivo se cancele en un tiempo prudencial y 
con la planta funcionando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es la hora 14 y 35 y todavía no comenzamos a considerar el primer punto del 
orden del día, que es la llamada ley de pesca. Asimismo, tenemos otros temas para analizar. Por lo 
tanto, solicito que se comience a tratar estos puntos. 


SEÑORA MATIAUDA ESPINO.- En realidad, abordamos este tema porque el señor Ministro lo 
propuso. 


Al respecto quisiera decir que me he enterado de que el concordato solo fue firmado por cuatro personas, 
pero hay una decena de damnificados. Entonces, ¿que pasa con los demás? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Nosotros no contamos 
con esa información. El único fallo judicial que conocemos es el que recibimos hace unos días. La 
señora Diputada está brindando una información, reitero, que nosotros desconocemos. Solo sabemos 
que se realizó una intervención judicial, pero no estamos al tanto de su alcance. Si es necesario 
conseguir cierta información para poder incidir en el tema y está a nuestro alcance, lo haremos. De 
todos modos, estamos hablando de la intervención del Poder Judicial, y de este Poder solo recibimos 
información, ya que no podemos invadir su independencia. 


SEÑORA MATIAUDA ESPINO.- Más allá de lo que está diciendo el señor Subsecretario, 
convengamos que es responsabilidad del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca pensar en 
aquellos productores que fueron estafados por esta empresa y han quedado en el camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo, señora Diputada, que el camino correcto a seguir es realizar un pedido 
de informes a quien corresponda. El señor Subsecretario avanzó hasta donde le fue posible. Más no 
puede hacer. 


SEÑOR CASAS.- Creo que la respuesta ha sido insuficiente y que el INALE hace un mes que el señor 
Ministro concurrió a la Comisión podría haber dado mayor información y más fructífera para que se 


pudiera haber hecho algo más productivo. Lamentablemente, con respecto a este tema también nos 
vamos con las manos vacías. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Me atrevo a opinar porque estamos entrando en un plano de consideraciones 
políticas. 


Si hay un concordato, la Justicia es la que debe resolver qué va a pasar con los acreedores de las empresas 
que se presentaron. Si queremos que el Poder Ejecutivo a través del INALE mejore las condiciones para que 
este tipo de situaciones no se den más en el futuro, o que los productores puedan resarcirse de sus pérdidas, 
debemos implementar una política al respecto. El Poder Ejecutivo ha cumplido con su responsabilidad 
veremos cómo evoluciona todo esto y en este momento no podemos pretender enjuiciar una acción ya que el 
Ejecutivo no puede hacer más que lo que hizo, que es tratar de cumplir con los fallos judiciales en cuanto a la 
habilitación de la empresa y sobrellevar su funcionamiento, tal como explicó claramente el señor 
Subsecretario, con un compromiso de pago del pasivo que ha generado. 


Creo que debemos tratar de propiciar un clima que tienda a encontrar soluciones, pero aquí se ha generado 
uno de repercusiones políticas, porque desde el inicio de la sesión se comenzó a hablar del conflicto de 
CONAPROLE, que es un tema todos lo sabemos que está llevando adelante el Poder Ejecutivo a través del 
Ministerio competente, que está haciendo esfuerzos ingentes para que el problema se pueda solucionar. 
Pienso que eso no es bueno, y aunque creo que está bien tener tribunas políticas considero que hay que 
generarlas fuera del Parlamento, porque aquí estamos abusando del tiempo de quienes fueron convocados por 
la Comisión para hablar de temas específicos. 


SEÑOR CASAS.- Quienes me conocen y hace tiempo trabajamos en esta Comisión habrán visto que lo 
he hecho sin intereses políticos. En este momento hay un problema que afecta muy duramente a la 
población quizás a los más desprotegidos porque la leche no está llegando. Y no digo esto para la 
tribuna política, sino porque es una realidad. 


El hecho de que este tema lo esté tratando el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, por supuesto, lo 
entendemos, pero quiero que el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca también meta la cuchara en 
el asunto. No puede estar ausente. 


Con respecto a "La Josefina”, no pretendemos que el señor Ministro y el Ministerio intervengan en los temas 
judiciales, pero pensamos que deben conocer el diagnóstico. No puede ser que esta Cartera no sepa cuántos 
productores están afectados, porque el Instituto Nacional de la Leche debe saber todo de todas las plantas de 
producción. Hace un mes que le dijimos al señor Ministro que queríamos conocer lo referente a este tema y el 
grado de involucramiento del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Entonces, no estamos haciendo política. Estamos marcando la cancha y diciendo que queremos respuestas 
concretas. Nosotros no venimos a hacer politiquería, y el señor Ministro lo sabe bien, ya que en la primera 
sesión se lo demostramos. En esa oportunidad el señor Ministro defendió una posición sanitaria sobre la 
avicultura y nosotros lo hicimos en el mismo sentido, quizás en desacuerdo con los compañeros de bancada. 
Por lo tanto, no se nos puede atribuir que venimos a hacer política. Estamos muy lejos de la campaña 
electoral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entramos al orden del día para tratar los temas por los cuales fue convocado 
el señor Ministro: conocer su opinión sobre el proyecto de ley por el que se declara de interés general la 
conservación, investigación y desarrollo sostenible de los recursos hidrobiológicos, así como lo relativo 
leucosis, aftosa, planta láctea "La Josefina" y la situación actual del Instituto Nacional de 
Vitivinicultura 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Este proyecto de ley, que fue 
presentado en la Legislatura anterior y que será necesario activar nuevamente, presenta una serie de 
incorporaciones. 


Me gustaría que se refiriera al proyecto el doctor Gilardoni, Director de la DINARA, que trabajó 
intensamente en él. 


SEÑOR GILARDONTI.- Quienes estuvieron en la Legislatura pasada en esta Comisión van a volver a 
escuchar algunas cosas repetidas porque, por los fundamentos que se expresaron al inicio de la 
reunión, hemos traído más o menos la misma presentación a efectos de dar a conocer este proyecto de 
ley. Agregamos tres láminas al principio para ubicar al sector pesquero dentro de la actividad nacional. 


Tenemos 87 embarcaciones con permiso de pesca industrial y 773 permisos de pesca artesanal. En un censo 
que comenzó en el año 2007 y finalizó su análisis en 2008 hemos llegado a identificar que más de 1.358 
embarcaciones realizan pesca artesanal o de subsistencia en nuestras aguas. 


Esta actividad da empleo directo a casi 8.000 personas, según datos de 2007 que se mantienen, parte de las 
cuales hacen pesca industrial. Esto demuestra la gran importancia que tiene la pesca artesanal por el empleo 
que genera en el país. Además, casi 3.400 personas trabajan en las plantas procesadoras del país. El país 
exporta cerca de US$ 200:000.000 promedio, como ocurrió en el quinquenio pasado. 


En cuanto al proceso de construcción de la nueva ley de pesca, podemos decir que cuarenta años para una ley 
no parece mucho. La que está vigente tiene bastantes aspectos positivos y hasta ahora ha permitido manejar 
el sector y el recurso. Sin embargo, necesitaba ser actualizada, en especial viendo la particular situación de 
los recursos pesqueros en todo el mundo, la enorme generación de instrumentos internacionales de 
ordenamiento pesquero y la necesidad de adecuarla a la realidad del país. Esto se realizó mediante un proceso 
participativo con mesas sectoriales a efectos de realizar los primeros intercambios. Luego hubo un primer 
taller nacional que se realizó en una sala de este edificio y en el que participaron más de cien personas. Hubo 
otra ronda sectorial para analizar los documentos y las opiniones vertidas en esos talleres y un segundo taller, 
así como talleres especiales para el subsector de pesca artesanal en Montevideo y en Rocha, con mucha 
participación. Posteriormente, con este asesoramiento, tomando en cuenta buena parte de lo que se había 
vertido y, por supuesto, la opinión de quienes integraban el Poder Ejecutivo en ese momento, se elaboró el 
presente proyecto de ley. Este se fundamenta en la necesidad de elaborar reglas claras de ordenamiento 
pesquero, incorporando los acuerdos celebrados por nuestro país en el plano internacional y regulando 
específicamente la pesca artesanal, que no estaba suficientemente contemplada en la ley del año 1969. Esta 
ley comenzó a regular la acuicultura y a establecer algunas normas de fomento para su desarrollo. 


El proyecto tiene once Capítulos. El Capítulo l establece disposiciones generales. Su innovación más 
importante es la declaración de interés general, sobre todo en lo que respecta a la conservación, la 
investigación y el desarrollo sostenible de la actividad, en especial teniendo en cuenta que en Capítulos 
posteriores veremos que esta declaración hace que prevalezcan los intereses generales de la nación frente al 
otorgamiento de permisos de pesca u otras autorizaciones. 


Este Capítulo no tiene muchas definiciones, solo las básicas. Aclara algunos términos que tienen que ver con 
los permisos de pesca, las autorizaciones para procesamiento y las concesiones de espacios acuáticos 
públicos para acuicultura, e introduce una figura que no estaba en la ley anterior ni en los decretos 
reglamentarios posteriores: el permiso de pesca de subsistencia como una herramienta para regularizar buena 
parte de esas embarcaciones censadas que no tienen permiso y realizan su actividad con una baja extracción 
de recursos acuáticos. 


El Capítulo Il aborda, sobre todo, la administración pesquera y acuícola, en especial en cuanto a los órganos 
y atribuciones de la actual Dirección. Deja en su órbita de decisión buena parte de los instrumentos que hoy 
están en otros niveles del Poder Ejecutivo como, por ejemplo, la fijación de vedas, las tallas mínimas y las 
épocas de captura, así como la declaración de recursos plenamente explotados, lo que permitirá mayor 
agilidad en la gestión de los recursos. Esto surge no solo de la participación de todo el sector en estas 
reuniones sino también de los asesoramientos que recibimos en los últimos años, sobre todo de especialistas 
de la FAO. 


Destaco que en la Sección II se institucionaliza el Consejo Consultivo de Pesca, una figura recomendada por 
órganos internacionales como Código de Conducta para la Pesca Responsable, en el cual participan los 
diferentes actores de los sectores público y privado implicados en la explotación pesquera. 


En la Sección Ill se asignan cometidos específicos al Fondo de Desarrollo Pesquero y Acuícola que ya está 
creado por ley y, entre los principales cometidos, se le asigna promover el desarrollo pesquero y fomentar la 
investigación y el desarrollo tecnológico de la acuicultura. 


El Capítulo HI también tiene innovaciones importantes. Aborda medidas generales de ordenación pesquera y 
acuícola. La Sección l introduce una novedad que es el criterio de precaución, una recomendación 
internacional del Código de Conducta para la Pesca Responsable que significa que, ante la ausencia o falta de 
disponibilidad de investigación científica, se aplica el criterio precautorio para conservar los recursos. Creo 
que este es un avance importante. 


Si bien el tema inspectivo está regulado en los decretos reglamentarios, en la Sección II del Capítulo HI eso 
se ordena de mejor manera y se incluyen dos puntos. Se brindan facultades para inspeccionar buques 
extranjeros que se encuentren en puertos nacionales o en aguas de jurisdicción nacional o, inclusive, en aguas 
internacionales. Esto es de significativo valor para el cumplimiento de acuerdos internacionales como el 
recientemente firmado, que supongo que vendrá este año para su ratificación parlamentaria. Me refiero al 
acuerdo jurídico vinculante a nivel de FAO para los deberes del Estado rector del puerto. 


El Capítulo IV establece los Regímenes de Acceso a la Actividad Pesquera. El cambio más importante en este 
punto es que las personas jurídicas solo podrán ser titulares cuando todo su capital social esté representado 
por cuotas sociales o acciones nominativas pertenecientes exclusivamente a personas físicas. También se 
establece la excepción como figura en alguna otra ley para salir de este régimen. 


¿Por qué incluir esto en un proyecto de ley de pesca? El tema de la pesca ilegal, no declarada y no 
reglamentada cada vez tiene más impacto a nivel mundial. Saber quién está atrás de cada permiso de pesca es 
muy importante, inclusive, para defender llegado el momento los intereses del país. 


Otra innovación es la facultad de establecer un pago por derecho de acceso, independiente de los demás 
tributos que correspondan. Actualmente, los permisarios abonan una tasa de permiso de pesca, que se calcula 
según el metraje cúbico de bodega. En algunas circunstancias, esto es injusto y no permite el desarrollo de 
ciertas pesquerías. El pago de un derecho de acceso que será fijado por el Poder Ejecutivo según las especies 
y lo que se capture, permitirá hacer una diferenciación de modo tal que aquellos que operan sobre pesquerías 
de mayor valor paguen un mayor monto por hacer uso de esos permisos. La idea es crear una herramienta que 
estimule la incorporación del valor agregado, de la mano de obra nacional e, inclusive, la explotación de 
pesquerías que tengan un bajo rendimiento económico. 


También se innova en la constitución de garantías previo al otorgamiento del permiso, en especial, cuando el 
solicitante no es dueño del buque. Además, los plazos de los permisos de pesca se extienden a cinco años. 
Hoy son por dos años, precarios e irrevocables. Muchas veces esto es un obstáculo para aquellos que quieren 
hacer inversiones por un plazo mayor de desarrollo, ya que no tienen seguridad sobre el uso de los permisos. 
Por lo tanto, pensamos que extender el plazo a cinco años es una buena herramienta. Se prevé darles una 
validez mayor cuando estos permisos estén vinculados a establecimientos que procesan el producto en tierra, 
con mano de obra agregada. 


Se establece, también como innovación, la no negociabilidad del permiso. En sus orígenes, los permisos de 
pesca no eran transferibles pero, luego, el Decreto N” 149 autorizó su transferencia. Pensamos que así se da 
mucha mayor transparencia: el Estado otorga un permiso y cuando el titular no lo quiere usar más, lo 
devuelve al Estado para que lo otorgue en las condiciones que fije de acuerdo con la ley. Creemos que este 
instrumento va a beneficiar el desarrollo de la actividad, haciéndola más transparente. 


Por otra parte, continúa la "inembargabilidad", que ya estaba declarada. 


Con respecto a la no indemnización que también estaba establecida, queda establecido fuertemente en la ley 
que no procederá cuando el permiso, la concesión o autorización fueran revocados o suspendidos. 


La Sección II del Capítulo IV regula la pesca de investigación. 


En la Sección III también se innova, ya que se introduce el concepto de pesca deportiva y la facultad de 
establecer pago de derecho de acceso y tasa. Creemos que la pesca deportiva es una de las maneras de dar 
más valor al pescado. El país sigue una línea de desarrollo de servicios y de turismo, en la cual la pesca 
deportiva puede ser un apoyo importante. En los próximos días o meses se dictará un decreto ya se elaboró el 
proyecto, que está a consideración del Poder Ejecutivo, que declarará un área de reserva de pesca deportiva 
en el río Yí. Pensamos que esta es una innovación importante. Al igual que los permisos de subsistencia 
regularizan muchos aspectos de la actividad, esto permitirá que muchos de los que hoy realizan tareas 


extractivas de captura se incorporen a una actividad que les dé mayor desarrollo económico, haciendo, a su 
vez, más sustentable el uso de los recursos. 


El Capítulo V refiere, específicamente, a la pesca artesanal. Declara la equidad y el acceso preferencial a las 
poblaciones locales para obtener los permisos. También institucionaliza los Consejos Zonales Pesqueros 
como una manera de que en el territorio, con quienes conviven diariamente en la zona, en la región o en la 
comunidad y en conjunto con la DINARA se aborden todos los temas pesqueros lo que hoy se llama co- 
manejo, inclusive, el manejo del recurso y, también, los problemas que siempre están asociados a la pesca 
artesanal y a las localidades en las que están asentados estos pescadores. 


El Capítulo VI ordena el registro, la información y el control, aspectos que ya estaban contemplados en el 
Decreto N* 149, Ahora, se ordenan de mejor manera, con datos relativos a los buques, volúmenes de captura, 
sistemas, unidades de producción e, inclusive, registros para acuicultura. 


El Capítulo VII refiere, exclusivamente, a la acuicultura, sobre todo, a su desarrollo, régimen de acceso y 
fomento. 


La acuicultura es una actividad incipiente en el país; es un área de oportunidad. Seguramente, y por distintas 
circunstancias, no va a tener el desarrollo explosivo que tuvo en otros países, pero puede ser un área de 
oportunidad que complemente otras actividades, tanto en el medio rural como en el medio costero. 


En la Sección 1 se establecen el dominio y la propiedad de los recursos acuícolas. El acceso será mediante 
autorización. Se determina la obligación de realizar una zonificación acuícola del país a efectos de obtener el 
desarrollo ordenado de la actividad y la mitigación de los impactos que puede producir la acuicultura. 
También se establece la necesidad de la ventanilla única. Asimismo, se ocupa de los efectos ambientales de la 
actividad y del régimen de infracciones y sanciones. 


En la Sección Il se crea el Consejo Consultivo de Acuicultura. Los objetivos y los fines son los mismos que 
hemos mencionado para los otros Consejos. Como pueden ver, estará integrado por representantes del Poder 
Ejecutivo, de las Intendencias y de quienes realizan la actividad. 


La Sección III es relativa al fomento. Otorga la aplicación del régimen de exoneraciones previstas en la Ley 
N? 16.906 y establece condiciones sobre el plazo, los beneficios y cuándo estos cesan. 


El Capítulo VIII aborda el procesamiento, el transporte y la comercialización, con las figuras jurídicas de 
acceso, reglas sobre la documentación comercial, la inspección y la vigilancia de la actividad. 


El Capítulo IX refiere esto ya está en otras leyes a la coordinación y la cooperación institucional. 


El Capítulo X está especialmente dedicado a las infracciones y sanciones, estableciendo tipificación, 
clasificación, cuantía, agravantes, atenuantes y el régimen de responsabilidad directa de los titulares y 
armadores. Además, establece que el proceso administrativo de tipificación y aplicación de la sanción radica 
en la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos; actualmente el que sanciona es el Ministerio, a través de su 
servicio jurídico y con el asesoramiento de las áreas técnicas de la DINARA. También, en lo que tiene que 
ver con infracciones y sanciones, este capítulo establece la prohibición de vínculos de todos los funcionarios 
de DINARA con las empresas que tengan autorizaciones o permisos, el título ejecutivo de las sanciones y un 
sistema de comunicación de sanciones a efectos de llevar un registro de antecedentes y la capacidad del 
Director Nacional de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos de aplicar medidas urgentes y cautelares 
en caso de presuntas infracciones que así lo merezcan. 


El Capítulo XI es de trámite y prevé la derogación de las normas que se opongan y el plazo para la 
reglamentación. 


Pensamos que es un proyecto de ley importante, y basta con leer los comentarios que constan en la versión 
taquigráfica de quienes participaron de la sesión de la Comisión en la Legislatura anterior, que representaban 
a todos los partidos políticos. En aquel entonces se dijo con razón que no era un proyecto para tratar a las 
apuradas. Este es el inicio. Aquí todos tuvieron oportunidad de opinar en los proyectos previos, pero por 
supuesto que su voz la van escuchar ustedes, y seguramente van a manifestar alguna discrepancia con lo que 


nosotros estamos planteando hoy, pero creo que es bueno que el tema esté arriba de la mesa y que en este 
ámbito se empiecen a dilucidar muchas de las cosas que están en este proyecto de ley. 


Por mi parte, es cuanto quería decir. Quedo a las órdenes para contestar las consultas que puedan surgir. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Como ustedes saben, mi 
especialidad no es la pesca. Hemos tratado de informarnos un poco sobre esta actividad en la cual 
debemos involucrarnos, y lo que uno observa con cierta preocupación es que la mayor parte de las 
especies están en el nivel máximo de explotación. El problema de la pesca que hay hoy en el mundo se 
genera cuando no funcionan los límites y los controles y una actividad que debería ser sustentable se 
transforma en extractiva. 


Esta es una riqueza importante, como lo muestra el nivel de exportaciones. Pero salvo en las especies de los 
atunes, donde estamos lejos de aprovechar los cupos o las cuotas que el organismo internacional competente 
ICCAT establece, en las otras especies estamos muy sobre el límite de la explotación. Recientemente, se 
concedieron permisos a dos barcos japoneses, precisamente para tratar de promocionar esas capturas. 


Debemos considerar, además, que buena parte de nuestro recurso proviene del frente marítimo compartido 
con Argentina. Además hay un área muy importante de mar territorial argentino que, dependiendo de cómo la 
exploten o sobreexploten si pudiera ocurrir, pone en riesgo nuestro recurso. Es muy importante entonces 
establecer esta modernización de una ley que, como bien decía el doctor Gilardoni, tiene casi cuarenta años. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Tengo anotados seis temas, pero por economía procesal voy a plantearlos 
todos juntos para que luego se evacuen. 


En primer lugar, quisiera saber cuál es la diferencia práctica entre interés general e interés nacional y en qué 
va a repercutir eso. 


En segundo término, se insiste con el tema de la nominatividad de acciones, al igual que en la propiedad de la 
tierra, en un concepto que genera alguna suspicacia: se deja al Poder Ejecutivo la facultad de determinar 
excepciones a esta nominatividad. Quisiera que se me explicara el porqué y, si fuera posible, que se me diera 
algún ejemplo concreto. 


En tercer lugar, en cuanto al pago de tasas para pesca, sobre todo la deportiva, quisiera saber cómo piensan 
instrumentar esto, porque realmente este tipo de pesca está muy atada al turismo. Y si vamos a tener que estar 
haciendo pagos para poder pescar, me parece que estamos generando trabas y dificultades para un negocio 
que es muy importante y que no afecta por lo menos así lo entendemos nosotros, el desarrollo de la pesca. 
Entonces, no entiendo para qué el pago de las tasas. 


En cuarto término, quiero señalar que se está hablando de crear consejos zonales pesqueros. Si mal no 
recuerdo, aquí se creó una ley_de descentralización agropecuaria a nivel del Ministerio que prevé Consejos 
departamentales y dos niveles no recuerdo los nombres específicos en donde ya estarían representados los 
eventuales integrantes de la pesca. De hecho, me consta que, por ejemplo, en Salto están trabajando a nivel 
de una de estas Mesas. Entonces, no entiendo cuál es la razón para crear y superponer otra estructura más. 


En quinto lugar, quisiera saber cuáles son las exoneraciones de la Ley N” 16.906, que no las conozco. 


En sexto término, en lo que tiene que ver con sanciones, me gustaría saber si se mantiene el criterio de la ley 
anterior o aquí se hace más específico cómo catalogar las sanciones. Porque en atención al reciente y sonado 
caso del Frigorífico FRIPUR y lo que ha significado la sanción que tantas repercusiones ha tenido, nos 
preguntamos si va a seguir habiendo esta liberalidad y discreción de parte de la Administración para la 
imposición de las sanciones o si se prevé algún mecanismo por el que se pueda ajustar de antemano y saber 
qué sanción corresponde a cada cuestión. Entiendo que las sanciones deben ser fijadas por la ley, al igual que 
cuando hablamos de los delitos penales y, en consecuencia, cuando se determina un delito, se determina ya 
con la sanción que lo castiga, y no dejamos librado a la administración del Poder Judicial, nada menos, la 
fijación de qué sanción le va a corresponder a qué delito. Nos parece que eso es lo que hace que se den este 
tipo de cosas que tantas suspicacias generan. La pregunta concreta es si acá estamos previendo alguna 
corrección al respecto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Agradezco al señor Ministro y a quienes lo acompañan por 
ilustrarnos acerca de este proyecto que tiene tanta trascendencia. 


Las consultas que quiero realizar tienen que ver con cuestiones referidas a la pesca artesanal. Concretamente, 
se plantea la utilización del mecanismo de la veda que compartimos en su totalidad y que es una de las 
preocupaciones de los pescadores. Pero, tenemos que tener en cuenta la sostenibilidad del pescador artesanal, 
sobre todo, cuando se trata de quienes pescan para subsistir. Por lo tanto, me gustaría saber si está previsto 
algún tipo de subsidio para los meses en los que se establezca la veda, para que pueda ser un mecanismo 
realmente efectivo. Se me ocurre que quizás esto podría estar contemplado dentro del Fondo Nacional de 
Desarrollo Pesquero pero veo que este Fondo ya tiene establecidos qué asuntos puede atender. Es decir que 
nos interesa saber cómo se podría hacer sostenible la situación del pescador artesanal en el momento en que 
se establezca un período de veda en determinado lugar. Y, vinculado con esto, analizar si parte del Fondo 
Nacional de Desarrollo Pesquero se podría utilizar para ese destino. 


La otra consulta es acerca del derecho de acceso. En algunos de los artículos se establece la posibilidad de 
que el Poder Ejecutivo utilice ese mecanismo en el caso de la pesca artesanal. No se está estableciendo 
expresamente, pero se deja abierta la posibilidad de que se pueda utilizar esa herramienta. Por lo tanto, me 
gustaría saber cuál es la fundamentación. Noto que se establece que se haría en consulta con los Consejos 
Consultivos zonales, lo que me parece importante, pero me gustaría conocer la fundamentación para 
establecer la posibilidad de que se utilice esta herramienta. 


Por otra parte, quiero mencionar el asunto de la regulación en la intermediación de la comercialización del 
producto de la pesca artesanal. Hay un mercado que está bastante desregulado en términos generales en 
cuanto al fomento de la comercialización y a cómo buscar formalizar la comercialización del producto de la 
pesca artesanal. Por los datos que tenemos, gran parte de esta se comercializa a través del contrabando hacia 
Brasil. Por lo tanto, quiero saber qué información nos pueden brindar acerca de esto y qué podemos hacer 
para mejorar la situación. 


SEÑORA MATIAUDA ESPINO.- En la exposición del señor Gilardoni, no identifiqué la figura del 
Inspector de Cursos Interiores que fue votada en el Congreso de Ediles que se hizo en Atlántida. Este 
Inspector es el que investiga la pesca indiscriminada, la utilización de artes apropiadas y la no 
depredación de los recursos por parte de los pesqueros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero complementar la consulta que realizó el señor Diputado Edgardo 
Rodríguez, especialmente en lo que tiene que ver con las vedas que es un tema que nos interesa mucho. 


Hace poco tiempo tuvimos la oportunidad de recibir a la Federativa de Pescadores Artesanales de Aguas 
Dulces y se planteó este tema. Es más: recuerdo que el señor Diputado Goñi Romero insistió acerca del 
asunto de las vedas. 


Quisiera saber cuál es el criterio que se aplica, qué diferencia existe en la aplicación según el tipo de especie 
y cómo funciona el relacionamiento en el ámbito internacional, concretamente con Brasil en el este del país y 
con Argentina en la zona del río Uruguay. Cuando recibimos a la Federativa de Pescadores Artesanales de 
Aguas Dulces se planteó que había dificultades y se manejó el tema del "contrabando" entre comillas que 
viene de Argentina. 


SEÑOR GILARDONI.- No sé si voy a poder satisfacer todas las inquietudes porque hay algunas que 
tendrían que ser evacuadas por un abogado que hoy no nos pudo acompañar. 


Con respecto al interés nacional y al interés general, lo que puedo decir es que la declaración de interés 
nacional tiene que ver con intenciones y la de interés general está contemplada en la Constitución de la 
República y permite que en algunas situaciones el Estado pueda tomar medidas como dije hoy, con el tema 
de la conservación de los recursos, por ejemplo, retirando un permiso de pesca por el interés general de 
conservar ese recurso que va más allá del interés del país o de las personas. Pido disculpas al señor Diputado, 
pero es un tema que escapa a mi especialidad. 


Con relación a la nominatividad de las acciones, creo que ya expliqué un poco a qué se debe el hecho de 
saber quién está atrás de cada permiso de pesca porque, en definitiva, es el responsable de las acciones. 
Muchas veces estas acciones generan conflictos internacionales como sucedió en el año 2004 con la pesca 
ilegal que ocasionó problemas con otros países. Por supuesto que es potestad del Poder Legislativo 
determinarlo, pero, desde el punto de vista de la administración pesquera, pensamos que es bueno saber quién 
está atrás de cada permiso explotando recursos de dominio público. 


Creo que la figura que aparece en el proyecto a efectos de determinar las excepciones es similar a otras 
normativas que hay. Esto es lo que puedo decir hoy; puedo profundizar más en el tema y evacuar la consulta 
personalmente o en otra oportunidad. Lo que se pensó es establecer un régimen similar al que había en otra 
norma que trata este mismo tema con relación a la propiedad de la tierra. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.-- No voy a poner al señor Gilardoni en el compromiso de que nos conteste lo 
que no sabe, pero le pido que me diga a quién debo dirigir la pregunta porque me parece que es 
realmente fundamental. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Seguramente hay una serie de 
argumentos a favor y en contra de la nominatividad. En este caso estamos explicando por qué nos 
parece, desde el punto de vista técnico de la gestión de un recurso público por concesión, que es 
necesario saber quiénes son los titulares. 


Por ejemplo, en el año 2004 Uruguay tuvo un problema con Australia por un buque, los antecedentes son 
voluminosos y se hubiera resuelto fácilmente si se hubiera sabido quién estaba atrás del permiso, si era una 
empresa u otra. Pero, en realidad, lo que se consideró en este proyecto de ley que fue remitido al Parlamento 
en la Legislatura anterior, son los mismos criterios de nominatividad que se han tomado para la tierra, y con 
los mismos criterios de excepcionalidad. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.-- Sí, estoy de acuerdo; eso es lo que dije 


Yo preguntaba a santo de qué se establece la excepcionalidad. Se podrá compartir o no la nominatividad de 
las acciones cuando así lo requiera el Poder Ejecutivo esas son concepciones que cada uno tiene, pero ¿por 
qué se deja la posibilidad de que arbitre excepciones? Esto es lo que nos preocupa. Si el criterio para el Poder 
Ejecutivo es que tiene que saberse quiénes son, si no le sirven quienes son los representantes de la sociedad, 
los que integran el Directorio, si no le sirve nada de eso, puedo entender que pida la nominatividad de 
acciones. Pero, entonces, pregunto por qué se reserva, bajo su arbitrio y discrecionalidad, el derecho a 
determinar y decretar excepciones. Eso es lo que pregunto. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Porque se reserva el derecho; 
precisamente, queda a criterio del Poder Ejecutivo. Lo que se prevé acá es que frente a determinada 
situación, el tema quede a juicio y discreción de la Administración, preservando lo que está primero, 
que es el interés general de la utilización de ese recurso. Por eso le digo que puede ser discutible, 
aceptable o no, pero es lo que está propuesto en el proyecto. 


SEÑOR GILARDONI.- En cuanto al tema de las tasas de pesca deportiva, comparto la inquietud del 
Diputado. Es decir, se establece la facultad, pero no estamos pensando que toda la actividad de pesca 
deportiva se rija por tasas. Creemos que puede haber casos especiales. Por ejemplo, cabe señalar que 
existe una licitación muy reciente para pesca deportiva en una zona de exclusión en Salto Grande; se 
paga un canon. También se hablaba de hacer una reserva de pesca deportiva en el río Yí. Eso podría 
quedar a criterio, sobre todo, de los Consejos zonales. Además, pensamos que la pesca deportiva no es 
una actividad que la DINARA vaya a regular, sacando todos los beneficios que podría traer al país. Lo 
que estamos haciendo es crear áreas, comenzando a regular la actividad y estableciendo un régimen 
para que se desarrolle de manera ordenada. 


Si interpreto bien la preocupación del señor Diputado Goñi Romero, no estamos pensando en que cada uno 
que vaya a pescar a la escollera tenga que estar registrado o pague una tasa. Lo que está propuesto en el 
proyecto tiene otro espíritu. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Precisamente, somos de Salto y nuestra preocupación tiene que ver con 
algo que usted acaba de mencionar. 


Me imagino es lo que me preocuparía que, eventualmente, si una empresa se presentara podría tener algún 
tipo de exclusividad, dado que paga canon y hace reservas. Eso es lo que nos estaría preocupando en cuanto 
al desarrollo de una actividad deportiva; reitero: deportiva. Por eso me preocupaba el tema y más aún a partir 
de que la "olla" de Salto Grande como la llamamos pueda quedar involucrada. 


SEÑOR GILARDONI.- Creo que este proyecto de ley no trata el tema de exclusividades y no está 
pensado otorgar, de ninguna manera, exclusividades para la explotación deportiva. Lo que está 
tratando es de ordenar la actividad de los pescadores deportivos, sobre todo, en determinadas regiones, 
determinadas áreas y sobre determinados recursos. 


Por la mención del señor Diputado Goñi Romero en cuanto a quiénes representa, entiendo que es un tema 
sensible, pero tenemos que ver esto como una manera innovadora de desarrollar y ordenar una actividad. No 
hay otra cosa abajo de ese artículo. 


Con respecto a la duplicación de los Consejos zonales, de pesca o de Pesca Artesanal a nivel zonal, 
reconozco que están todos los instrumentos que se crearon en la pasada Administración relativos a los 
Consejos departamentales, pero pensamos que la pesca es una actividad muy específica sobre todo en lo que 
tiene que ver con el ordenamiento pesquero y esto es algo que surge y reclaman todos los actores en cada una 
de las intervenciones en los talleres. Por otra parte es una recomendación del Código de Conducta para la 
Pesca Responsable. Estos Consejos zonales tienen una finalidad que probablemente mencioné muy al pasar. 
Hoy en día, teniendo en cuenta la actividad extractiva que se realiza, sobre todo en nuestras aguas interiores, 
es muy importante el involucramiento de los pescadores artesanales en el manejo del recurso. Estos Consejos 
zonales están pensados para que los pescadores sean los protagonistas de la investigación, evaluación y 
ordenamiento de manera conjunta con la DINARA. Esto no es un invento nuestro. Ha dado mucho resultado 
en varios países. Se está aplicando en países limítrofes como Brasil y en la cuenca del Amazonas y en otros 
del mundo. 


Tenemos cinco sitios en el proyecto piloto a fin de empezar a trabajar en esto. Pensamos que es una de las 
maneras para controlar mejor la actividad de pesca en nuestras aguas. Es muy difícil tener inspectores y 
fiscales en todos los lugares donde hay una chalana en nuestro país. Sin embargo, si los propios pescadores se 
involucran a través de estos consejos en el co-manejo del recurso creo que podemos acceder a mejores 
resultados que aquellos a los que accedemos hoy en día. 


En cuanto a la Ley_N? 16.906, que es la llamada "Ley de Inversiones", hoy está lo relativo a la COMAP, 
además del instrumento por el cual con una declaración de interés nacional se puede acceder a exoneraciones 
tributarias para la importación de ciertos bienes de inversión durante algún período. Complementando esto, 
probablemente, en el próximo Mensaje del Presupuesto podría estar incluido un artículo equiparando la 
acuicultura con las demás producciones agropecuarias del país, declarando la exoneración del IVA y de otros 
impuestos a todos los bienes que se importen y no se produzcan acá. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.-- Precisamente, por eso hice la primera pregunta: la diferencia entre interés 
nacional e interés general. En la medida en que la ley anterior declaraba de interés nacional estas 
cosas, todas estaban comprendidas de antemano. Lo que estamos quitando acá es la generalidad de 
apoyo al quitar la declaración de interés nacional, para pasar a un sistema por el cual habría que hacer 
un análisis proyecto a proyecto, con las dificultades que muchas veces se presentan de burocracia y de 
envergadura. Para los distintos proyectos no son los mismos estudios ni los mismos costos ni tampoco 
la misma accesibilidad. 


Es por ello que hacía especial hincapié en la pregunta inicial sobre la diferencia entre interés general e interés 
nacional. Me parece que es muy relevante y que la Comisión tendrá que trabajar sobre eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que se tenga en cuenta este tema, que se considere y se hagan las 
consultas pertinentes. 


SEÑOR GILARDONI.- Con respecto al régimen de sanciones comparto lo dicho por el señor Diputado 
Goñi. La ley lo establece. no de manera taxativa, pero tipifica las infracciones, las clasifica, otorga la 
gravedad y determina un rango de monto según esa gravedad. Inclusive, la ley trata a cierto nivel el 
tema de los agravantes y atenuantes, de manera que el espíritu del legislador se refleje, después, a 
través de la decisión administrativa que se tome. Si no recuerdo mal, el señor Diputado hacía una 
comparación con el régimen penal o judicial. 


En cuanto a la pregunta del señor Diputado Rodríguez, el establecimiento de vedas ya está en nuestra ley y en 
nuestra reglamentación. Lo que estamos agregando en este proyecto de ley como dije anteriormente es el 
enfoque precautorio que ya lo hemos aplicado en algún caso. 


Asimismo, el tema de las subvenciones es importante; no solo esto alcanza a la Dirección Nacional de 
Recursos Acuáticos. Creo que el fondo de desarrollo pesquero y otros fondos como hay en otras actividades 
puede ser una alternativa o una solución. Con este tema, engancho la consulta del señor Presidente con 
respecto a las vedas en aguas de explotación conjunta. En el caso de la Laguna Merín se está tratando de 
equiparar la veda de los dos lados. En este momento, con CARU se está procurando establecer un 
ordenamiento conjunto por lo menos en lo que refiere a tallas mínimas de explotación. Y el tema de las vedas 
en el Río Uruguay es un poco más complejo porque la Comisión Administradora del Río Uruguay fija vedas 
por especies, lo que hace que, por más que uno crea que las artes de pesca utilizadas por los artesanales son 
selectivas, no son todo lo selectivas que uno quisiera. Pensamos que hay recursos que debemos proteger; hay 
recursos que son de mucho interés como, por ejemplo, para la pesca deportiva, y creemos que en ciertas 
ocasiones tendremos que considerar prohibir la comercialización de algunos de esos recursos. 


Además, deberemos analizar qué impacto social puede tener; creo que no será muy importante, pero es un 
tema que necesita un encare no solo de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos. Por este motivo, 
también, en los Consejos Zonales ponemos los actores en el territorio porque pensamos que ello facilitará 
mucho en la solución de algunos conflictos e, inclusive, con otros actores sociales de ese mismo entorno. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Tal vez podríamos tomar como 
ejemplo la pesca del dorado para ilustrar mejor. Atrás de un pescado hay una cadena de valor en 
servicios que en una determinada región pueden estar al servicio de un individuo que viene a pescar un 
dorado. 


Este ejemplo ya lo hemos discutido: la posibilidad de que algunas especies no estén autorizadas para la 
comercialización. Por ejemplo, la sociedad en su conjunto a través de una cadena de valores, en este caso del 
turismo que hay atrás de un pescador que va a Salto por dos días podría ser más impactante, sobre todo 
porque de alguna manera según me decía el doctor Gilardoni en el caso de ciertas especies hay algunas dudas 
de qué efecto han tenido las represas, en este caso, la de Salto Grande. Entonces, debemos analizar en qué 
medida ese recurso es renovable y en qué medida está en un período lento pero de extinción. 


Me parece importante considerar la posibilidad que se plantea en ese artículo en el sentido de que algunas 
especies no podrán ser dedicadas a la comercialización. 


SEÑOR GILARDONI.- En cuanto a la pregunta del señor Diputado Rodríguez en relación al derecho 
de acceso a la pesca artesanal, está en la misma línea de lo que hablábamos de las tasas en la pesca 
deportiva: el derecho de acceso a la pesca industrial. Es una figura que se crea, es una herramienta, 
pero no pensamos que esto deba pasar por todos los pescadores artesanales; por algo incluimos la 
figura de pesca de subsistencia. También la ley prevé otras categorías de pescador artesanal. Hay una 
definición de lo que es el armador artesanal y una de armador en pequeña escala, que es aquel 
armador artesanal que tiene más de una embarcación, como sucede. Ellos mismos han propuesto 
muchas veces pagar determinadas tasas para que estas se vuelquen en beneficio de los pescadores 
artesanales. Hoy lo que recauda DINARA como tasa de permiso de pesca es todo de la pesca industrial 
y la mayor parte del tres por mil a las exportaciones que es la otra fuente importante de recaudación 
proviene, principalmente, de la pesca industrial. Pensamos que es una buena herramienta en algunos 
casos prever este mecanismo de un derecho de acceso a la pesca artesanal. 


También quiero señalar que el tema de los derechos de acceso es una figura que es utilizada en el mundo y 
que se viene implementando de forma que los pescadores se convenzan de que ese recurso es de ellos y lo 
conserven en el tiempo. Se ha visto la negatividad de que los pescadores accedan sin ninguna contraparte a la 
extracción de recursos pesqueros. Esto está ampliamente desarrollado. Considero que es un tema importante 
como innovación y que debemos incluirlo como una herramienta de gestión. 


Por último, el señor Diputado Rodríguez consultó acerca de la comercialización. Debo señalar que este es un 
tema complejo. Uruguay es un país con muchísimas fronteras y el contrabando de pescado va, viene y se va. 
Últimamente hemos escuchado, por ejemplo, que con las restricciones que hay en Argentina, los pescadores 
uruguayos reciben lo que pescan los pescadores argentinos, lo desembarcan acá y lo embarcan desde 
Uruguay. Debemos tener en cuenta que la pesca artesanal en nuestro país prácticamente se desarrolla no en 
puertos sino a lo largo de toda la costa fluvial y marítima. 


El otro aspecto de la comercialización que siempre está latente tiene que ver con la intermediación. Este es 
un asunto muy viejo. Mi modesta opinión es que si los pescadores no se organizan nunca van a poder romper 
ese esquema de comercialización. Esto lo estuvimos hablando con pescadores de toda la región y del 
MERCOSUR este fin de semana pasado. El mensaje que dejó buena parte de las instituciones que allí 
participaron es la necesidad de que los pescadores artesanales se organicen, rompan su individualidad, ya que 
esta es la manera de crecer y desarrollarse de forma sostenible. Para ello, tenemos mucha fe en los consejos 
de salarios. 


En cuanto al planteamiento de la señora Diputada Matiauda Espino, debo decir que eso es una declaración o 
una resolución del Consejo de Ediles; nosotros no lo tenemos incorporado en nuestra legislación. 


(Interrupción de la señora Diputada Matiauda Espino) 
——— Termino, me aclara la señora Diputada y, si puedo, le respondo. 


Nosotros estamos trabajando con más presencia en el interior del país, desde Montevideo o desde otros 
lugares; en la Rendición de Cuentas del año 2007 se nos otorgó la facultad de contar con personal de 
DINARA, más allá de lo eran las tradicionales bases en La Paloma y Villa Constitución. 


Reitero: creo que es muy importante el trabajo que los propios pescadores puedan hacer con el apoyo de la 


DINARA y los demás organismos sobre el territorio, como Prefectura, Intendencias y Policía Prefectura y 
Policía colaboran mucho con DINARA en el control, para el mejor manejo de los recursos. 


SEÑORA MATIAUDA ESPINO.- Si bien es una resolución que se tomó en el Congreso Nacional de 
Ediles, se trata de la creación de un cuerpo inspectivo a nivel nacional para evitar la pesca 
indiscriminada. Mi consulta es si se hace, porque tenemos serios problemas con dos especies: la corvina 
rubia y el pez espada. 

SEÑOR GILARDONTI.- Me gustaría tener las resoluciones, si después me las pueden proporcionar. 


SEÑOR MATIAUDA ESPINO.- Es una resolución del año 1997, entre otras que se tomaron ese año. 


SEÑOR GILARDONI.- Entonces, no son resoluciones del Poder Ejecutivo, ¿verdad? 


SEÑORA MATIAUDA ESPINO.- Pero el Congreso Nacional de Ediles lo toma y se lo hace llegar al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GILARDONI.- Me gustaría tenerlas, y no por simple curiosidad. Lo que puedo decir es que 
hoy eso no está implementado en mi Dirección ni en el Poder Ejecutivo; tenemos otro mecanismo de 
control. Me llama la atención la preocupación por las dos especies que nombró la señora Diputada, 
porque la corvina rubia sí tiene pesca artesanal sobre la franja marítima del Río de la Plata y el 
Océano Atlántico. El pez espada... 


(Interrupción de la señora Diputada Matiauda Espino) 


——- Capaz que estamos confundidos, señora Diputada. Yo pensé que su pregunta refería especialmente a la 
pesca artesanal. Usted entonces apunta a todos los controles... 


SEÑORA MATIAUDA ESPINO.- Exactamente. 
SEÑOR GILARDONL.- Ahora sí. 


Los controles que hoy tiene la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos sobre todas las especies abarcan 
desde inspectores que fiscalizan en distintos puertos los desembarcos fortalecidos en la última 
Administración, que se hacen casi diariamente, tanto para pesca artesanal como para la pesca industrial la 
pesca industrial se remite prácticamente a dos puertos: Montevideo y La Paloma, hasta inspecciones a bordo, 
como pueden ser los observadores. Tenemos una cobertura de prácticamente el 50% en la flota atunera, que 
es una de las más observadas y reguladas del Atlántico Sur, y prácticamente el 100% en la flota de corvina 
negra. También tenemos un plan de observadores que se aplica anualmente, embarcando observadores en las 
flotas que pescan en la zona común de pesca. La cantidad de estas observaciones antes de 2005 era bastante 
menor. Tenemos un plan que llega a más de dos mil días de observación en el año. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este proyecto de ley me parece bien interesante. Estamos ingresando a su 
discusión. Obviamente que tendremos la oportunidad de participar e invitar a distintas delegaciones 
involucradas en el tema de la pesca. Nos consta, así nos lo hicieron saber en anteriores oportunidades, 
su participación en talleres y ámbitos de trabajo en este sentido. La Comisión dará la oportunidad a 
aquellos que quieran opinar sobre el tema, para que lo puedan hacer. También podremos introducir las 
modificaciones que creamos pertinente, ya que esa es nuestra tarea. 


Me parece importante destacar el concepto inicial del artículo 1%, en el que se declara de interés general la 
conservación, la investigación, el desarrollo sostenible y el aprovechamiento responsable de los recursos 
hidrobiológicos. En contraposición, el artículo 1? de la Ley N* 13.833, declaraba de interés nacional la 
explotación, la preservación y el estudio de la riqueza del mar. Cuando comenzaba su exposición, el señor 
Ministro hacía referencia a los límites a los que la Humanidad está llegando en cuanto a los recursos de este 
tipo. 


Quisiera subrayar la trascendencia que en lo personal doy a la acuicultura. Creo que en el futuro, la 
potencialización de esta tarea va a ocupar un lugar muy importante. Quiero remitirme a algo que decían el 
otro día los delegados de la Federativa de Pescadores Artesanales de Agua Dulce, en el sentido de que quizás 
la acuicultura pueda ser un rubro más en la producción familiar en lugares insospechados. Además, tenemos 
reservas de agua muy importantes el señor Ministro de esto sabe bastante, vinculadas a la producción 
arrocera. A lo mejor también por allí podemos buscar una veta de trabajo y explotación. 


Quedan dos o tres temas por considerar. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Me parece importante 
considerar el tema de la aftosa, porque estos ámbitos deben servir para consolidar nuestra fortaleza 
como país. 


El 7 de mayo, al inicio del período de vacunación, hicimos una conferencia de prensa en el sentido de que 
empezaron a aparecer focos en Asia, primero en China, luego en Corea del Sur y finalmente en Japón. 
Afortunadamente, en la región no hay ningún informe de actividad viral. Seguramente ustedes conocen 
algunas acciones que estamos implementando desde el Ministerio, tratando de fortalecernos como países de 
la región libres de aftosa con vacunación, para tratar de controlar el problema de la aftosa en Bolivia. 


Cuando pusimos la alarma sobre este tema, fortaleciendo las barreras sanitarias, sobre todo en aeropuertos y 
puertos, también cumplimos el objetivo de aumentar la sensibilidad en la población, sobre todo en los 
productores y en la gente que vive en el campo. El episodio de la aftosa sucedió hace nueve años, y uno tiene 
la sensación de que se podría estar bajando la guardia. Si bien la estrategia es abordar el problema 
regionalmente, nuestra última barrera, nuestra última seguridad será el nivel de prolijidad que tenga nuestro 
sistema inmunológico, y eso depende de que la vacunación se haga bien. 


Dispusimos una serie de medidas administrativas como, por ejemplo, fortalecer el seguimiento en el período 
de vacunación y aumentar el número de inspecciones durante ese período. Asimismo, incorporamos un 
concepto de aleatoriedad, es decir, independientemente de la ruta que defina el veterinario zonal, un 
porcentaje de las muestras se deberá hacer en función de un sorteo, por lo que le podrá tocar a cualquiera. 
También se dispuso que en los muestreos que se realizan en el segundo semestre del año, buscando actividad 
viral para cumplir con los informes que hay que remitir a la OIE, que también se hacen por brucelosis, se 
buscara niveles de inmunidad en los primovacunados, es decir, en aquellos animales que se vacunan por 
primera vez, como forma de dar una señal de que la administración sanitaria o la policía sanitaria como en 
algún momento se llamaron los servicios ganaderos controlaría los niveles de inmunidad que no aparecieran 
en los primovacunados. 


Cuando hicimos la conferencia de prensa hubo comentarios de todo tipo y se generó preocupación. La 
pregunta era qué estaba pasando con la aftosa, porque al 7 de mayo se habían presentado sesenta y ocho 
casos en Japón. Anteayer los casos ya eran doscientos treinta y ocho. La situación en Japón está circunscripta 
en una isla situada al sur. Japón es un país libre de aftosa sin vacunación, por lo que carece de todo nivel 
inmunológico. 


Se terminó el período de vacunación, y en estas semanas nos llegarán los informes. Se fortaleció el concepto 
de que aquel predio que se atrase en el período de vacunación sin justificación suficiente se lo incorporará 
como predio de riesgo y la vacunación la deben asumir los servicios veterinarios. Lo que también tratamos de 
comunicar a todas las gremiales de productores con las que nos reunimos es que a los animales que andan por 
la calle que no deberían, pero sabemos que andan; a los que están cerca de los pueblos los vacunan los 
servicios veterinarios más vale vacunarlos que dejarlos como un posible foco. 


Esta es la situación con respecto a la aftosa. Se trata del virus O. El doctor Casas Olascoaga, a quien 
consultaron los Servicios Veterinarios, más algunos estudios que nos hicieron llegar, nos indican que tenemos 
un nivel de protección adecuado contra ese virus O a pesar de que no es exactamente igual a los virus que 
tenemos acá, que era motivo de preocupación. 


Insisto en que nuestro énfasis, además de trabajar dentro del país, debe centrarse en mantenernos alerta 
acerca de cómo se está llevando adelante esta tarea, tanto en Brasil como en Argentina. 


Hace unos días surgió en la prensa una noticia, que inicialmente me preocupó mucho y me llevó a llamar a 
un funcionario a la hora una de la mañana, porque fue la hora en que leí el diario, en el ómnibus. La noticia 
daba cuenta de que en Brasil solo se había vacunado al 20% de los animales. Al otro día se me aclaró que en 
Brasil primero vacunan y después declaran que vacunaron. Aparentemente no llevan la contabilidad a medida 
que retiran las vacunas. 


Me gustaría trasmitir a los señores Diputados que creo que, por más que la estrategia sea regional, nuestra 
última barrera, la que nos tiene que proteger en una circunstancia de este tipo, es nuestro sistema de 
vacunación, que lo debemos fortalecer. En ese sentido, quizás la Comisión reciba un proyecto vinculado con 
las infracciones en que incurrirían quienes ponen en riesgo la sanidad de un rodeo, el "status" sanitario de un 
país o la posibilidad de acceder a determinados mercados. Hoy la sanción para un productor que incumpla 
con la ley de vacunación contra la aftosa es una Unidad Reajustable por animal. Si bien aún no hemos 
resuelto este tema, quería aprovechar la instancia para decir que tenemos la iniciativa de empezar a trabajar 
en este sentido, porque una cosa son infracciones y otra infracciones que ponen en riesgo el "status" sanitario 
de un país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando los invitamos para considerar el proyecto vinculado con recursos 
hidrobiológicos fue porque se había transmitido por la prensa la preocupación del señor Presidente de 
la República en este sentido, y nos pareció importante conocer la opinión del Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE GANDERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- El señor Presidente de la 
República se enteró de que daríamos una conferencia de prensa por este motivo y asistió. 


La determinación es "más vale prevenir que curar". No tenemos protección si no vacunamos, y vacunar no es 
solo levantar la vacuna sino también transportarla conservando la cadena de frío, vacunar y no solo pinchar 
animales. Se trata de una serie de medidas que hemos procurado que se tuvieran en cuenta. 


SEÑOR CASAS.- Quiero saber cómo están actuando Japón y China con respecto a los casos de fiebre 
aftosa, es decir, si están sacrificando o vacunando. Pregunto esto porque para nosotros es un mercado 
muy apetecible, y esta podría ser una coyuntura para empezar a explorar una situación diferente a la 
que se ha planteado hasta ahora. 


Por otra parte, comparto totalmente con el señor Ministro el concepto de regionalización para prevenir este 
tipo de enfermedad. De nada sirve aislarnos, y en ese sentido el comentario del señor Ministro en cuanto a 
cómo se lleva el control en Brasil nos debe preocupar sobremanera. Deberíamos tender en el futuro a 
acciones que se pudieran equiparar con el registro de retiro de vacunas, en contraposición a cómo se vacuna 
allá. 


Creo que en Uruguay tenemos que empezar a ver las cosas en la Legislatura pasada envié un proyecto en ese 
sentido como dice el señor Ministro, es decir, previniendo y no curando. Enviamos un proyecto por el que en 
cada predio de DICOSE donde hay animales el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca deberá 
fiscalizar la existencia de un pequeño tubo para hacer la vacunación. Hoy es una realidad y el señor Ministro 
lo sabe al igual que nosotros: hay productores que no disponen de lo más mínimo para vacunar. Creo que si 
nos consideramos un país serio, cuyo "status" sanitario, que debemos defender, ha sido positivo para todos, 
tendríamos que hacer el esfuerzo para que cada predio disponga como mínimo de un tubo fiscalizado, y eso 
nos dará más tranquilidad. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Debo retirarme porque vamos a 
dar una conferencia de prensa sobre la representación de Uruguay en la Organización Internacional de 
Epizootias, en donde se estuvo tratando este tema. Además, la Presidencia de la OIE está siendo 
ejercida por un funcionario del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. También quisiera 
comentar que el Director General de Servicios Ganaderos, doctor Muzio, concurre a dicha conferencia, 
por lo que quiero aprovechar la circunstancia para seguir fortaleciendo este aspecto. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Diputado Casas, Japón decidió no vacunar y está 
sacrificando animales. El reporte al 30 de mayo hacía referencia a US$ 110:000.000 de indemnizaciones por 
la cantidad de animales faenados. 


Japón y Corea conforman dos mercados a los que apuntamos. A fines de junio nuestros servicios sanitarios 
iban a realizar una visita a estos países, los cuales, al ser libres de aftosa sin vacunación, a priori no aceptaban 
importaciones de un país con vacunación. Sin embargo, aceptaron hacer los análisis de riesgo, lo que era una 
buena señal. Pero la epidemia que surgió ahora, obviamente, hizo que suspendieran este tipo de acciones. 


Por supuesto, comparto lo manifestado por el señor Diputado Casas en cuanto a que más vale prevenir que 
curar. La idea de salir a fiscalizar esos animales que andan sueltos es buena, porque el hecho de que no haya 
dónde vacunar es una limitante importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia del señor Ministro y el Subsecretario de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y del Director de la DINARA. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca y sus asesores) 


——- El señor Diputado Perrachón desea hacer un planteo. 


SEÑOR PERRACHÓN.- Ciudadanos de Empalme Olmos me plantearon un problema con un 
vertedero. Esta localidad tiene aproximadamente tres mil habitantes y está situada a un kilómetro de 
dicho vertedero. Si bien se trata de un problema departamental que corresponde a la Intendencia, ellos 
me explicaron que esta tiene intención de expropiar un terreno que es productivo. Entonces, me 
preguntaron si esta Comisión podría tener alguna incidencia ante la Intendencia. Les respondí que lo 
iba a consultar porque soy nuevo y no tengo experiencia en estos casos. 


En dicha oportunidad también manifesté a esos ciudadanos que quizás este tema debía ser considerado en la 
Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente y no en la de Ganadería, Agricultura y Pesca, pero ellos 


me dijeron que debido a la productividad de la tierra que se van a expropiar tal vez podía ser tratado por esta 
Comisión. 


Creo que es una consulta que se puede evacuar en un minuto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo que a mí respecta, considero que a esta Comisión, como asesora de la 
Cámara de Representantes, no le corresponde el tratamiento de este tema, a menos que haya un 
argumento más fuerte. En principio, se trata de un tema que concierne a la Intendencia y, en todo caso, 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, específicamente a la 
DINAMA. 


De todas formas, siempre estamos dispuestos a escuchar a las partes. 


SEÑORA MATIAUDA ESPINO.- Creo que esta Comisión no está en condiciones de decir que este 
tema no le corresponde. La mayoría de las personas que nos visitan son productores, ya sea de cerdos, 
avícolas u hortícolas. Debemos tener en cuenta que estamos hablando de un problema del suelo. Allí 
hay un impacto ambiental, por lo que creo que ese tema también nos concierne. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- No perdemos nada si buscamos en la agenda un espacio para recibir a 
estas personas. Se trata de productores que ven afectado su sistema productivo y están recibiendo las 
consecuencias de un problema que se arrastra desde 1993, año en que comenzó a funcionar el 
vertedero. Ahora están notando dificultades y dicen que tienen elementos probatorios en ese sentido. 


Por lo tanto, creo que podemos recibirlos para que planteen su inquietud y, eventualmente, nos dejen 
elementos que luego puedan ser analizados en la Comisión o con las autoridades del Poder Ejecutivo. Me 
parece que no perdemos nada con interiorizarnos sobre un tema que puede ser peligroso, ya que estamos 
hablando de la contaminación y, en definitiva, nada más y nada menos que de la salud alimentaria, ya que son 
productores. A veces en la Comisión perdemos de vista que, en realidad, tratamos temas relativos a los 
alimentos de los uruguayos y del mundo al que le exportamos. Siempre focalizamos la temática en los 
productores, pero en realidad se trata de la alimentación. 


De manera que me parece que esta Comisión tiene que manifestar interés en el tema. 


SEÑOS CASAS.- Comparto totalmente lo manifestado por la señora Diputada Matiauda Espino y los señores 
Diputados Perrachón y Goñi Romero. 


Además, considero que debemos seguir siendo coherentes. Si estamos organizando un viaje a los 


departamentos de Florida y Rivera para ver una explotación minera en la que se involucran tierras de sectores 
productivos, creo que debemos escuchar la petición de los productores y de los vecinos de esa localidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No había entendido que quienes querían ser recibidos por la Comisión eran 
productores. 


Lo que deben hacer estos productores es elevar una nota con su solicitud a la Presidencia o Secretaría de la 
Comisión, o directamente a un Diputado, quien nos la debe hace llegar. 


SEÑOR PERRACHÓN.- ¿Puedo dar alguna fecha a estos productores? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que hoy no estamos en condiciones de poner una fecha. No debemos 
olvidar que tenemos cuatro entrevistas solicitadas. De todos modos, podemos tratar este asunto 
mañana, con un poco más de tiempo. 


SEÑOR PERRACHÓN.- Tenemos dos semanas por delante para conversarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, podemos tratar el tema la semana próxima, aunque reitero que 
tenemos otras solicitudes de audiencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


